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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA  DE DECISIÓN LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, once de junio de dos mil nueve 
Acta número 0042 del 11 de junio de 2009
En la fecha, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, la Sala de Decisión Laboral de esta Corporación se constituye en audiencia pública con el fin de desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante, contra la sentencia dictada el 6 de febrero del presente año por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, dentro del proceso laboral que Magola Piedrahita Mejía le promueve al Instituto de Seguros Sociales. 

La Sala en sesión previa aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que da cuenta de los siguientes

ANTECEDENTES:

Manifiesta la señora Piedrahita Mejía, asistida de apoderada judicial al efecto constituida, que nació el 3 de octubre de 1950, vinculada al Instituto de Seguros Sociales para el cubrimiento de los riesgos por invalidez, vejez y muerte, habiendo cotizado a dicha entidad un total de 1.767 semanas; por medio de Resolución N° 002466 del 1° de mayo de 2006 le fue reconocida la pensión de vejez por parte del Instituto demandado; revisado el referido acto administrativo, se decanta que la liquidación se basó en 1.767 semanas, con un ingreso base de liquidación de $1.396.210, al cual se le aplicó una tasa de reemplazo del 90%, obteniendo una mesada pensional mensual de $1.256.589, prestación que le fue reconocida bajo el amparo del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.Afirma que calculando nuevamente el ingreso base de liquidación conforme al artículo 21 de la Ley 100 de 1993, se obtiene un valor de pensión superior al realmente reconocido por la Entidad demanda, diferencia que fue reclamada el 19 de mayo de 2008, sin haber recibido respuesta a la fecha. 
Conforme a esa relación de hechos, pretende que se declare que tiene derecho a la aplicación del artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y que por lo tanto se ordene al Instituto de Seguros Sociales, efectuar la reliquidación del ingreso base de liquidación al tenor del artículo 21 citado, teniendo en cuenta los salarios devengados sobre los cuales cotizó durante los 10 últimos años anteriores al reconocimiento de la pensión, periodo comprendido entre el 1° de mayo de 1996 y el 1° de mayo de 2006, actualizando los salarios anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, condenándolo a pagar la diferencia resultante a partir del 1° de mayo de 2006, con sus respectivos aumentos legales y retroactivos sobre las 14 mesadas, incluyendo intereses moratorios y condena en costas a cargo de la accionada. 

La demanda fue admitida por auto del 8 de junio de 2008, fl. 35, ordenándose en la misma providencia su notificación y traslado al representante legal de la entidad accionada, la cual, a través de apoderado judicial respondió, fl. 42, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y proponiendo como excepciones Inexistencia de la obligación demandada, Prescripción y Genéricas. 
Terminada la fase conciliatoria por la falta de ánimo de la demandada y superadas otras etapas, se constituyó el Despacho en primera de trámite, ordenando abrir el debate a prueba, decretándose las que a las partes interesaron, fl. 51.
Instruido en lo posible el proceso, se programó fecha de juzgamiento para el día 6 de febrero último, fl. 53, oportunidad en la cual la juez de primera instancia condenó al Instituto de Seguros Sociales al reconocimiento y pago del reajuste pensional en cuantía de $327.804,64, así como de los correspondientes intereses moratorios, para lo cual consideró, después de efectuar las operaciones aritméticas del caso, que efectivamente el Instituto de Seguros Sociales había reconocido el derecho pensional por un valor inferior al real. Condenó en costas a la demandada. 
Con esa decisión se mostró inconforme la apoderada de la actora, interponiendo en su contra el recurso de apelación, fl. 62, argumentando que se prosigue en el error en la liquidación del ingreso base de liquidación, toda vez que, aunque considera que la norma que se aplicó era la correcta, la falla se da en la interpretación y aplicación de la misma, pues estima que no se deben tener en cuenta los días efectivamente cotizados, sino los días calendario; se queja también del salario que promedió la a quo para tomar el ingreso base de liquidación anual, pues no tuvo en cuenta que los aportes realizados fueron variables mes a mes; manifiesta que los salarios variables se deben promediar dividiéndolos con el número de días realmente cotizados al sistema. 

Concedido el recurso de apelación y reci​bida la actua​ción en esta Corporación, la Sala Laboral ordenó el trámite pro​cedimental pertinente a la segunda instancia.

Se decide  la impugnación con fundamento en estas,

CONSIDERACIONES:

El motivo de inconformidad de la apelante se circunscribe a la forma en que se realizó la reliquidación de la pensión, concretamente al hecho de haberse tomado en cuenta solo los días efectivamente cotizados y a la forma en que se obtuvo el ingreso base de liquidación de cada mes.
Sea lo primero advertir, aunque no es motivo de discusión en esta instancia, que la actora se encuentra inmersa en el régimen de transición, como quiera que para el 1° de abril de 1994 contaba con más de 35 años de edad, es así como el Instituto de Seguros Sociales le reconoció su pensión con fundamento en lo establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, fl. 25, norma que contiene su forma particular de hallar el Ingreso Base de Liquidación, sin embargo, al faltarle a la accionante más de 10 años para arribar a los 55 años de edad contados desde que inició la vigencia del régimen establecido en la Ley 100 de 1993, 1° de abril de 1994, la Juez de manera pacifica decidió aplicar el artículo 21 de la mentada Ley 100, que es precisamente lo que pretende la señora Piedrahita por medio de la presente acción.
Establece el artículo 21 de la Ley 100 de 1993:

“Artículo 21.Ingreso Base de Liquidación. Se entiende por ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las pensiones de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. “

Indica la norma que la base sobre la cual se establecerá el monto de la pensión, será el promedio de las sumas sobre las cuales el afiliado haya efectuado sus cotizaciones en los 10 años que anteceden al reconocimiento de la pensión de vejez, situación que para el caso concreto, corresponde al 1º de mayo de 2006, o en todo el tiempo si este fuera inferior, pero no es ese el caso.

Siguiendo entonces tal lineamiento, ha de contabilizarse desde la citada fecha, hacía atrás, un total de 10 años, pero debiendo precisarse que, en todo caso, no se contabilizarán aquellos períodos en los cuales no se efectuaron cotizaciones, con el fin de no desmejorar el monto de la pensión. 

Al respecto, el artículo 46 del Decreto 692 de 1.994, establece:

“&$ARTICULO 46. INGRESO BASE DE LIQUIDACION. Se entiende por ingreso base de liquidación de la pensión de vejez, invalidez y sobrevivientes, el promedio de los salarios o rentas mensuales de los últimos 10 (diez) años de cotizaciones o su equivalente en número de semanas sobre las cuales efectivamente se cotizó, actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, total nacional, según la certificación del DANE. …” (Subrayado nuestro).

De suerte que, contrario a lo argumentado por la apelante, el promedio de los salarios o rentas mensuales de los últimos diez años, que sirven para liquidar el ingreso base de liquidación de la pensión, no se toma en tiempo calendario, o por los últimos diez años laborados, sino de los últimos diez años de cotizaciones, porque la norma al respecto no admite interpretaciones diversas. Lo anterior es ratificado por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia:

“…Por su lado, el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, dispone que el ingreso base para liquidar la pensión de invalidez ha de ser el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo, si este fuere inferior, actualizados anualmente con base en la variación del IPC, certificado por el DANE. Y el artículo 46 del Decreto 692 de 1994, complementa aquella norma estableciendo que el promedio recaerá sobre los salarios o rentas mensuales de los últimos diez años de cotización o su equivalente en número de semanas sobre las cuales efectivamente se cotizó. …”(
).
Establecido lo precedente, se parte de la fecha de reconocimiento de la pensión, en este caso el 1° de mayo de 2006 y se contabilizan hacía atrás 10 años o 3.600 días efectivamente cotizados, lo que hace que el calculo se deba retrotraer hasta el año 1995, procediéndose entonces a la actualización año a año, conforme al IPC para cada anualidad informado por el DANE.

La forma de actualizar esa sumas, sin embargo, no quiere decir que deba por cada anualidad promediarse lo devengado y obtener una cifra única, como lo enuncia la quejosa, pues ello acarrearía una doble operación no prevista por el legislador, pues el tenor literal de la norma es claro en el sentido de que las sumas sobre las cuales se cotizó en el lapso respectivo serán las que se actualizarán. Cuando el legislador se refirió al “promedio”, está refiriéndose al resultado final que será el IBL y que estará representado por la ponderación de todos los valores ya actualizados. 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia se refirió al tema, así:

“Los salarios del período anteriormente citado, se actualizan (…), con base en el índice de precios al consumidor certificado por el DANE.

Se toma cada salario devengado, ya actualizado, se multiplica por el número de días que lo disfrutó y se divide por el total de días reseñado”(
) (Subrayado nuestro)
En síntesis, como lo dice el aparte jurisprudencial, lo que corresponde es tomar cada salario y actualizarlo al momento del reconocimiento de la pensión y, con posterioridad a ello, obtener el impacto que esa suma tendrá sobre el valor final del ingreso base de liquidación, para lo cual, habrá de multiplicarse por el número de días en que se devengó y dividirse por el total de días a tener en cuenta que, para el caso concreto, serían 3600.

Se observa que así lo hizo la Juez a-quo, aunque se equivocó al momento de afirmar que los días correspondientes a esos diez (10) años equivalían a 3.636 días, sin embargo ello no fue motivo de apelación, además, si se hiciese la operación sobre los 3.600 días, el valor pensional a reconocer sería menor, lo que iría en desmedro de quien es apelante único.

Visto lo precedente, se impone la confirmación de la decisión de primera instancia, así como de la correspondiente condena en costas.

Costas en esta instancia no se causaron.

Por lo discurrido, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha conocido.
Costas en esta sede no se causaron.

Decisión notificada en estrados.   

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se da por terminada y en constancia firman el acta los intervinientes.

Los Magistrados,

HENÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Con permiso
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
(�). Sentencia Rad. 20.716 de enero 27 de 2.004. M.P. Dr. Fernando Vásquez Botero. 


(�) Sentencia del 11 de marzo de 2008. Rad.28.314. M.P. Dr. Francisco Javier Ricaurte Gómez.
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